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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 19 de mayo de 2017
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DERECHOS AL MÍNIMO VITAL Y A LA VIDA DIGNA. “Para la Colegiatura en contraposición a lo argumentado por la recurrente, la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, por cuanto el artículo 63 de la Ley 1448/11 claramente indica que la atención inmediata debe ser proporcionada por la entidad territorial receptora, que en este caso es el municipio de Pereira por intermedio de su Secretaría Social, la cual debe ser suministrada desde el momento en que se presenta la declaración del hecho victimizante y hasta que se haga efectiva su inclusión en el Registro Único de Víctimas. De igual forma, el canon 108 del Decreto 4800/11 reitera ese deber en cabeza de dicho ente, y señala que debe garantizar los componentes de alimentación, artículos de aseo, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina y alojamiento transitorio. Si bien en la última de las citadas normas se indica que en las ciudades y municipios que presenten altos índices de recepción de población víctima del desplazamiento forzado, como ocurre en Pereira, las entidades territoriales deben implementar una estrategia masiva de alimentación, que puede ser comida servida garantizando los mínimos nutricionales de la totalidad de los miembros del hogar, y alojamiento temporal con los mínimos de habitabilidad y seguridad integral requeridos, ello constituye una obligación adicional que permite hacerle frente a esa alta demanda de atención, pero en ningún momento autoriza que la Secretaría de Desarrollo se sustraiga del deber de suministrar a la población los artículos de aseo, alimentación y utensilios de cocina, máxime cuando en el caso de la tutelante no requiere hospedaje, y por ello no es apropiado el albergue, el cual es bastante retirado del sitio donde reside actualmente. En esas condiciones, el hecho de que la entidad no dispusiera de un rubro para cumplir con la totalidad de sus deberes legales en relación con la población desplazada, cuando estaba en la obligación de hacerlo, no puede ser una excusa para despojarse de dicho compromiso, y con ello quebrantar los derechos fundamentales de una familia en situación de desplazamiento.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación No 436
                                                    Hora: 7:35 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de la Secretaria Jurídica del Municipio de Pereira (Rda.), frente al fallo proferido por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada por la ciudadana MARÍA LUCERO RÍOS OROZCO.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) la señora MARÍA LUCERO GIRALDO RÍOS es víctima de desplazamiento forzado, y llegó a esta ciudad en noviembre 13 de 2016 al sector de Caimalito; (ii) en la Defensoría del Pueblo en noviembre 29 de 2016 le tomaron declaración, la cual quedó radicada con la referencia FUD BD00290035, y esa dependencia desde enero de 2017 ha hecho gestiones tendientes a que la Alcaldía le entregue las ayudas humanitarias inmediatas, pero hasta el momento no las ha recibido; (iii) no necesita albergue por cuanto tiene donde hospedarse, pero requiere los componentes de alimentación, aseo, y utensilios de cocina, de conformidad con lo consagrado en el artículo 108 del Decreto 4800/11; y (iv) tiene 38 años y padece de osteoartritis primaria generalizada, fibromialgia, y movilidad reducida en cadera y rodilla, además a su cargo están dos adultos mayores y dos menores de edad.
Con fundamento en lo anterior, considera quebrantados sus derechos al mínimo vital y a la vida digna, cuya protección invoca; y, en consecuencia, se ordene a la Secretaría de Desarrollo Social la entrega de las ayudas inmediatas, y su vinculación en salud.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción constitucional correspondió por reparto al Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que procedió  admitirla y corrió traslado a la Unidad para la Atención de Víctimas-UARIV, por intermedio de la Dirección de Registro y Gestión de la Información, y al Municipio de Pereira-Secretaría de Desarrollo Social y Secretaría de Salud. De igual forma, vinculó a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. Entidades que se pronunciaron en los siguientes términos:
-La Gerente de Defensa Judicial de COLPENSIONES indicó que las pretensiones de la demanda no están dirigidas contra esa administradora, y tampoco tiene injerencia en las mismas ni competencia frente a ellas, puesto que solo pude asumir asuntos relativos al régimen de prima media con prestación definida. De igual forma, aseguró que no existe petición elevada por la accionante ante esa aseguradora.
Por lo anterior, considera que no están quebrantado derecho alguno de la actora, y por tanto solicita la desvinculación del trámite por falta de legitimación por pasiva.

-La apoderada de la Secretaria Jurídica del Municipio de Pereira informó que la accionante se encuentra en el Registro Único de Víctimas administrado por la UARIV, y en respuesta a la solicitud enviada vía correo electrónico por la Defensoría del Pueblo para ayuda inmediata, se le indicó que la Alcaldía de Pereira dispone de albergue temporal, para quienes cumplen con los requisitos establecidos en la Ley 1448/11, en el que se le brinda alimentación, alojamiento digno, acompañamiento sicológico, y demás servicios establecidos en el artículo 108 Decreto 4800/11 y en el 63 de la Ley 1448/11, con el control y seguimiento de la Secretaría de Desarrollo Social y Político, el cual ha sido rechazado por la peticionaria.

Las pretensiones de la tutelante no tienen fundamento, ya que se rehúsa a utilizar el albergue, y en lo atinente a salud, ésta ya cuenta con el servicio de salud subsidiada, por lo que se opone a las mismas.

-La UARIV no se pronunció dentro del término concedido. 

3.2.- Dentro del término legal el despacho profirió fallo en el que amparó los derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida digna de la accionante, y por tanto ordenó al Municipio de Pereira suministrar los componentes de alimentación, artículos de aseo y utensilios de cocina, no mediante el albergue establecido, sino con una entrega en modalidad diferente a comida servida, o de esa manera pero en un sitio cercano a su vivienda. Igualmente, dispuso que la primera entrega debe hacerse dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación, y las demás en forma mensual por espacio de tres meses, prorrogables por otros tres más, en caso que no haya recibido la ayuda humanitaria proveniente de la UARIV. 

4.- IMPUGNACIÓN

La apoderada de la Secretaria Jurídica del Municipio de Pereira se mostró inconforme con lo resuelto, y solicita se revoque la determinación adoptada, con fundamento en los siguientes argumentos:
En consonancia con lo establecido en el artículo 108 del Decreto 4800/11, el albergue temporal es el mecanismo de ayuda humanitaria inmediata del que dispone el municipio de Pereira para las víctimas de desplazamiento que lo requieran, como en el caso que nos ocupa, y enfoca todos sus recursos para ese rubro, en aras de garantizar en ese lugar unas condiciones dignas de alojamiento y alimentación.

Itera que la actora ha rechazado el ofrecimiento que se le hizo para el uso de ese albergue, y la Secretaría de Desarrollo Social debe sujetarse a esa disposición presupuestal, por lo que no puede contratar otro albergue, con todo lo que implica su mantenimiento, y disponer además de recursos de acuerdo a las necesidades de cada persona.

El juzgado no debió obligar a ese ente a hacer lo imposible, máxime en consideración de las necesidades masivas que tiene el municipio al ser receptor.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto del fallo impugnado, en cuanto no concedió el amparo constitucional y de conformidad con el resultado se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La situación de miles de personas que han tenido que sufrir un desplazamiento forzado en Colombia, ha ocasionado que la política pública programada para hacerle frente esté plagada de constantes inconsistencias, al extremo que la H. Corte Constitucional hubo de interferir en el manejo gubernamental de esta situación calamitosa y mediante sentencia del año 2004 declaró el estado de cosas inconstitucional
 con respecto a las condiciones de la población desplazada, situación que aún hoy no ha logrado superarse. 

Debido precisamente a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos reconocidos constitucionalmente, el volumen de recursos destinados a asegurar el goce efectivo de tales derechos, y la capacidad institucional para dar cumplimiento a los correspondientes mandatos constitucionales, impartió múltiples órdenes al gobierno central y a las entidades designadas por éste en todo el país encargadas de la atención de las personas desplazadas, para que adoptaran mecanismos idóneos que lograran una solución definitiva al problema.    

Lamentablemente, aún hoy las entidades que el Gobierno ha designado para hacer frente a la situación no han podido mostrar unos resultados óptimos de administración que permitan a ese grupo de población vulnerable tener acceso a un mínimo de condiciones dignas. Por lo mismo, es claro que la acción de tutela es procedente para procurar el reconocimiento de los derechos fundamentales de estas personas a quienes debe dárseles una connotación especial en atención a sus características, puesto que hacen parte de los llamados sujetos de especial protección
.

Respecto a esa protección especial que debe darse a las personas desplazadas, la H. Corte Constitucional en la sentencia T-495/09, reiteró:

“[…]Esta Sala de Revisión reitera la posición adoptada en múltiples sentencias, ante vulneración a los derechos fundamentales invocados por víctimas de desplazamiento forzado, que son merecedoras de especial protección por estar en situación dramática al haber soportado cargas injustas, que es urgente contrarrestar para que puedan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

 

La corporación ha encontrado que resulta desproporcionado exigir el agotamiento previo de trámites ordinarios como requisito para la procedencia de la tutela. Así, en diversas oportunidades ha expresado:

 

“[…] debido a la gravedad y a la extrema urgencia a la que se ven sometidas las personas desplazadas, no se les puede someter al trámite de las acciones judiciales para cuestionar los actos administrativos de la Red, ni a la interposición de interminables solicitudes a la coordinadora del Sistema. Aquello constituye la imposición de cargas inaguantables, teniendo en cuenta las condiciones de los connacionales desplazados, y son factores que justifican la procedencia de la acción de tutela. En este contexto, se ha admitido que cuando quiera que en una situación de desplazamiento forzado una entidad omita ejercer sus deberes de protección para con todos aquellos que soporten tal condición, la tutela es un mecanismo idóneo para la protección de los derechos conculcados […]”
 
Son muchas las críticas que se hacen a la forma como se ha desarrollado la política de atención a las necesidades de los desplazados, y es por ello que estas personas se ven obligadas a acudir ante el juez constitucional a efectos de lograr una ayuda real a su situación.
En el caso puesto de presente la acción de tutela interpuesta tuvo como origen la omisión por parte del Municipio de Pereira- Secretaría de Desarrollo Social en la entrega de la ayuda humanitaria inmediata solicitada por la accionante por intermedio de la Defensoría del Pueblo, en su condición de desplazada desde enero del presente año, en los componentes de alimentación, aseo, y utensilios de cocina; por tanto, invocó la protección de sus derechos al mínimo vital y la vida digna, con el propósito de que se le ordenara a esa entidad suministrarle la asistencia que requiere.

Una vez analizada la situación fáctica narrada en el escrito de tutela y los argumentos expuestos en la contestación por la por la apoderada del Municipio de Pereira, el juez de instancia decidió conceder el amparo, y ordenar a ese ente territorial brindar los componentes de alimentación, artículos de aseo y utensilios de cocina, no mediante el albergue establecido, sino con una entrega en modalidad diferente a comida servida, o de esa manera pero en un sitio cercano a su vivienda, dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación, y las demás en forma mensual por espacio de tres meses, prorrogables por otros tres más, en caso que no haya recibido la ayuda humanitaria proveniente de la UARIV. 

La apoderada de la citada entidad argumenta que la orden dada no puede ser cumplida, toda vez que la modalidad que tiene para la atención de las personas desplazadas es el albergue temporal, la cual no ha sido aceptada por la accionante, y no cuenta con el presupuesto para entregar la ayuda en la forma dispuesta por el juez de primer nivel.

Para la Colegiatura en contraposición a lo argumentado por la recurrente, la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, por cuanto el artículo 63 de la Ley 1448/11 claramente indica que la atención inmediata debe ser proporcionada por la entidad territorial receptora, que en este caso es el municipio de Pereira por intermedio de su Secretaría Social, la cual debe ser suministrada desde el momento en que se presenta la declaración del hecho victimizante y hasta que se haga efectiva su inclusión en el Registro Único de Víctimas. De igual forma, el canon 108 del Decreto 4800/11 reitera ese deber en cabeza de dicho ente, y señala que debe garantizar los componentes de alimentación, artículos de aseo, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina y alojamiento transitorio.
Si bien en la última de las citadas normas se indica que en las ciudades y municipios que presenten altos índices de recepción de población víctima del desplazamiento forzado, como ocurre en Pereira, las entidades territoriales deben implementar una estrategia masiva de alimentación, que puede ser comida servida garantizando los mínimos nutricionales de la totalidad de los miembros del hogar, y alojamiento temporal con los mínimos de habitabilidad y seguridad integral requeridos, ello constituye una obligación adicional que permite hacerle frente a esa alta demanda de atención, pero en ningún momento autoriza que la Secretaría de Desarrollo se sustraiga del deber de suministrar a la población los artículos de aseo, alimentación y utensilios de cocina, máxime cuando en el caso de la tutelante no requiere hospedaje, y por ello no es apropiado el albergue, el cual es bastante retirado del sitio donde reside actualmente.
En esas condiciones, el hecho de que la entidad no dispusiera de un rubro para cumplir con la totalidad de sus deberes legales en relación con la población desplazada, cuando estaba en la obligación de hacerlo, no puede ser una excusa para despojarse de dicho compromiso, y con ello quebrantar los derechos fundamentales de una familia en situación de desplazamiento.
Por lo expuesto, esta Colegiatura acompañará la determinación adoptada por el juez de primer nivel, por encontrarla ajustada a derecho.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-025/04.


� Sobre el tema de las condiciones especiales de las personas desplazadas ver entre otras, la sentencia T-563/05, T- 057/08, T- 787/08, T-495/09, T-501/09.


� En igual sentido, en la sentencia T-517/10 se reiteró: “Vemos entonces que de conformidad con la disposición legal y en el amplio conjunto de principios constitucionales y la decantada jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional se ha señalado de manera enfática que la condición de desplazado deviene en una especial situación fáctica de desprotección, a partir de la cual el ciudadano se encuentra en posibilidad de solicitar de manera preferente la protección especial de sus derechos fundamentales por parte del Estado.”
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